
COSA JUZGADA CONSTITUCIONAL/ Duplucidad de hechos, sujetos y objeto con otra acción de tutela que fue excluida de revisión por la Corte Constitucional/ Inaplicación de sanción por temeridad por no haberse actuado de mala fe
“(…) además de la triple identidad mencionada (de sujetos, hechos y objeto), no hay una razón que justifique la promoción de una nueva acción con el mismo propósito, si se tiene en cuenta que en la providencia proferida por el juzgado de primer grado el 5 de julio de 2013, ratificada luego por la Sala Civil-Familia de esta Corporación el 14 de agosto de 2013, hubo de analizarse la legalidad de las actuaciones que se reprochan y se descartó la incursión de alguna irregularidad que diera al traste con el proceso ejecutivo. A ello se suma que la Corte Constitucional no halló mérito para su revisión.” 

“Se agrega que, en todo caso, no habrá lugar a imponer ninguna sanción por la eventual temeridad, dado que (…) aunque no haya sido aceptado en las instancias, se adujo un argumento adicional que a juicio de la demandante daba margen a una nueva petición y se hizo consistir en la existencia de nuevas pruebas dentro de la actuación penal, que para ella resultaban relevantes frente al proceso ejecutivo. No se advierte, entonces, que esté procediendo de mala fe.”  

Cita: Corte Constitucional, sentencia T-231 de 2008.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 
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Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, enero dieciocho de dos mil dieciséis
Expediente 66682-31-03-001-2015-00230-01
Acta N° 016 de enero 18 de 2016
Procede la Sala a decidir la impugnación contra la sentencia dictada el 3 de noviembre de 2015 por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, interpuesta por Blanca Doris Ospina García, en esta acción de tutela que promovió frente al Juzgado Primero Civil Municipal de esa misma localidad, a la que fue vinculado César Augusto Rodas Blandón. 
ANTECEDENTES

Con el fin de lograr la protección de su derecho fundamental “de Defensa, de carácter autónomo, ligado al de DEBIDO PROCESO, como al principio de la PREJUDICIALIDAD”, Blanca Doris Ospina García, en su propio nombre, presentó esta demanda contra el Juzgado Primero Civil Municipal de Santa Rosa de Cabal, frente a lo cual expuso los hechos que admiten el siguiente resumen:

El 18 de junio de 2013, el Juzgado Segundo Civil Municipal de Santa Rosa de Cabal, incurrió en vías de hecho al vulnerar su  derecho de defensa dentro del proceso ejecutivo que allí se encontraba radicado bajo el número 2008-00368-00, como que en la actualidad, por un impedimento de la titular de ese despacho, se adelanta en el Juzgado Primero Civil Municipal de esa misma localidad; en el año 2006 suscribió una letra de cambio por un valor de $700.000,oo, en blanco, a favor del señor Juan Navarro Martínez, dinero que fue pagado poco tiempo después, pero no le fue devuelto el documento, pues el acreedor y su esposa son personas allegadas a su familia; posteriormente, aquella le dio cuenta de que la letra fue adulterada, ya que se le antepuso al número 7 el 2, y quedó, por consiguiente por un valor de $2’700.000,oo; frente a esa situación acudió ante la Fiscalía, pero se le indicó que no había delito y tenía que esperar; para el año 2011 se enteró de que fue demandada ejecutivamente por César Rodas Blandón, a quien no conoce y expuso al Juzgado que esa letra ya había sido pagada y que su valor real era el de $700.000,oo; se le designó un abogado como defensor, mediante la figura de amparo de pobreza, pero como el mismo tiene intereses comunes con el demandante, quedó huérfana en su defensa y el juzgado le negó la petición de sustitución del mismo, a pesar de que lo había denunciado; le hizo ver al despacho que ese documento era inválido, mas se desatendió su reclamación y el proceso continuó, sin tener en cuenta siquiera que la prueba pericial de medicina legal daba cuenta de la falta de autenticidad del documento, pues, también se le cambió la fecha para evitar la prescripción.
Continuó su narración, para explicar que se socavó su derecho de defensa y se incurrió en prevaricato, al emitir órdenes de embargo, secuestro y fijación de fecha para remate con fundamento en un instrumento que no tiene valor alguno, pues la falsificación quedó demostrada en la acción penal a la que recurrió, al ver que el titular del juzgado se negaba a “compulsar” (sic) copias, sumado al hecho de no haber citado a Consuelo Suárez, esposa del señor Juan Navarro y quien la alertó sobre el particular; la omisión del Juzgado, insiste, enervó su derecho de defensa y constituyó una vía de hecho porque no valoró la prueba en conjunto. 
Agregó que en acción de tutela anterior, se dijo que Rodas Blandón era un tenedor de buena fe y se expuso que había extemporaneidad en la promoción de ese libelo y ello fue confirmado por el superior, que indicó que se requerían otros elementos que llevaran a demostrar efectivamente la violación de derechos fundamentales. Sin embargo, dice, surgió una nueva prueba, relacionada con el testimonio de Consuelo Suárez Montoya en la entrevista rendida en la investigación penal, rendida el 11 de diciembre de 2011, en la que ratifica lo atañedero a la adulteración de la letra de cambio, y tanto en el proceso penal como en el civil, obran declaraciones de testigos que dan cuenta del pago del préstamo. Señaló que apenas ahora logró conocer esa situación por la evasiva de La Fiscalía soportada en la reserva de la investigación. Es decir que se corrobora lo que siempre ha dado a conocer al Juzgado Civil Municipal, que no tuvo en cuenta que es madre cabeza de hogar, viuda y obtiene su sustento de lavar ropas ajenas o realizar cualquier trabajo. Terminó diciendo que la investigación penal está en curso ante la Fiscalía de Santa Rosa de Cabal y la continuidad del proceso ejecutivo constituye la violación de sus derechos, entre ellos, el de la propiedad privada, al conceder una deuda de manera irregular, máxime cuando no se aportó una carta de instrucción, ni se declaró la prescripción que operaba.
Pidió, de manera primordial, la protección del derecho al debido proceso, el decreto de suspensión del proceso ejecutivo hasta tanto la Fiscalía General resuelva la respectiva controversia penal; el decreto de la nulidad del auto y de las diligencias de embargo y secuestro que pesan sobre el bien inmueble con matrícula 296-48649; la declaración de nulidad de la sentencia dictada el 23 de enero de 2013; que se eleven las comunicaciones del caso a la Oficina de Instrumentos Públicos para levantar las inscripciones realizadas y se cumpla lo estatuido en los artículos 90 y 306 del C.P.C., y se deje sin efectos toda la actuación. 
Se dio impulso a la acción y se dispuso vincular a quien funge como parte ejecutante en el asunto del caso, a la par que se ordenó la práctica de una inspección judicial sobre dicho expediente. Se pronunció dicho vinculado, quien dio cuenta de que la presente acción es similar a la presentada el 18 de junio de 2013 que fue declarada improcedente y confirmada por esta misma Corporación; relató lo acaecido luego de fijación de fecha para diligencia de remate sobre el bien inmueble aprisionado en el proceso ejecutivo que adelanta contra la accionante; que luego de proferida la sentencia es imposible decretar la prejudicialidad; se trata de un recurso tardío; la accionante nunca ha negado la deuda adquirida por suma de $2’700.000,oo; la nulidad y excepciones propuestas dentro de la ejecución fueron negadas al no demostrarse lo alegado; debe tenerse en cuenta la autonomía e independencia del juez para proferir sus decisiones; y las pruebas fueron valoradas en su integridad.
Sobrevino la decisión de primer grado que dispuso “Negar por IMPROCEDENTE la acción de tutela”, teniendo en cuenta que contiene los mismos hechos en que se sustentó una anterior, al margen de que se trata de despachos judiciales distintos, pues ello fue el resultado de un impedimento, si bien en aquella se resolvió en forma desfavorable en ambas instancias, con lo que operó la denominada cosa juzgada.
Esa resolución dejó inconforme a la demandante que la impugnó con similares argumentos a los expuestos en la demanda  y expresó que no se trata de la misma acción porque, insiste, aparecieron nuevos hechos que desconocía el juez constitucional, soportados en las pruebas que ahora se conocen de la actuación penal.
Ahora se procede a resolver, previas estas: 
CONSIDERACIONES

La acción de tutela fue concebida como un mecanismo ágil y expedito, que le permite a toda persona reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, cuando quiera que ellos resulten violados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

    


 
En uso de tan especial herramienta, Blanca Doris Ospina García, acudió en procura del amparo de los derechos fundamentales que distinguió como “de Defensa, de carácter autónomo, ligado al de DEBIDO PROCESO, como al principio de la PREJUDICIALIDAD… y propiedad privada”, que halló lesionados por el Juzgado Primero Civil Municipal de Santa Rosa de Cabal, que adelanta proceso ejecutivo en su contra con base en un documento alterado, tal como viene siendo descubierto, aduce, por la Fiscalía de Santa Rosa, en la actuación penal que se adelanta sobre ese particular.
   



En este caso corresponde dilucidar, primeramente, si ocurrió una cosa juzgada constitucional, como se dedujo en primera instancia, o no se dan los supuestos para ello, en cuyo caso, habría que abordar el asunto desde la perspectiva de la vía de hecho que se pregona.  

  



Siguiendo el cauce de la decisión de primer grado,  se tiene que, de acuerdo con el acervo recogido, con anterioridad se promovió y tramitó hasta sus últimas instancias, una solicitud de protección similar elevada por la accionante, resuelta por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal de manera desfavorable, sentencia confirmada luego por una Sala de esta Corporación el 14 de agosto de 2013, que a la postre fue excluida de revisión en la Corte Constitucional.

    



Pues bien, sin necesidad de mayores lucubraciones, esta acción no estaba llamada a la prosperidad, pues basta para ello retomar lo dicho por la accionante en aquella oportunidad, los derechos invocados y sus pretensiones, para confrontarlos con los de ahora y ver cómo son similares. En Efecto, reposa a folios 68 a 69 del cuaderno 2 de pruebas de oficio, el contexto general de la demanda que, en sus pretensiones, en nada difieren de la actual (f. 47, c. 1); ellas son: (i) solicitud de suspensión del proceso ejecutivo; (ii) “nulidad de auto” y de las diligencias de embargo y secuestro, (iii) nulidad de la sentencia del 23 de enero de 2013; (iv) ordenar comunicaciones a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos para levantamiento de medidas y (v) que se haga efectiva la caducidad de la acción.
 



Todo ello, sin perjuicio de la petición de dejar sin efecto todo lo actuado en el proceso ejecutivo que, en últimas es lo que conlleva, de manera preponderante, el conjunto de pretensiones relacionadas.

   



También puede hablarse de identidad de partes, pues la accionante en ambos casos es Blanca Doris Ospina García y si bien, la parte accionada en aquella oportunidad lo fue el Juzgado Segundo Civil Municipal de Santa Rosa de Cabal y ahora lo es el Primero de esa misma especialidad y municipalidad, tal acontecimiento, deriva del impedimento aceptado dentro del proceso respectivo a la titular de aquel despacho; pero las actuaciones atacadas corresponden a la misma situación. 

   



E identidad de objeto, ya que la cuestión fáctica de la primera acción corresponde exactamente a la presente. Y si bien es en este punto en el que la impugnante refiere que varía el panorama, al aducir que conoce actualmente de unas pruebas que se recogieron en la investigación penal que cursa en la Fiscalía, el grueso de los hechos son parejos en uno y otro caso, adicional a que, como ella misma lo afirma, esa actuación, se encuentra apenas en trámite, es decir, que no se ha adoptado una decisión final que pudiera tener una incidencia directa en el asunto civil, bajo el escenario procesal que eventualmente pudiera corresponder.
   



Sobre estos supuestos ha dicho la Corte Constitucional
:

   


“Bajo este orden de ideas, la Sala debe resaltar que la jurisprudencia ha establecido los requisitos que soportan y condicionan la improcedencia por duplicidad de acciones y, por tanto, ha fijado el conjunto de condiciones a las que se debe remitir el juez en orden a confirmar la existencia de la infracción.  Cada una de ellas recalca la obligación de comprobar la completa identidad entre los elementos de cada solicitud de amparo a partir de cuatro pasos, y –además- de inspeccionar si existe un justificante relevante de dicho actuar. La sentencia de unificación citada, indicó textualmente lo siguiente:

“8.  Para deducir que una misma demanda de tutela se ha interpuesto varias veces, con infracción de la prohibición prevista en el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991, es indispensable acreditar: 

“(i) La identidad de partes, es decir, que ambas acciones de tutela se dirijan contra el mismo demandado y, a su vez, sean propuestas por el mismo sujeto en su condición persona de natural, ya sea obrando a nombre propio o a través de apoderado judicial, o por la misma persona jurídica a través de cualquiera de sus representantes legales.
“(ii) La identidad de causa petendi, o lo que es lo mismo, que el ejercicio simultáneo o sucesivo de la acción se fundamente en unos mismos hechos que le sirvan de causa.
“(iii) La identidad de objeto, esto es, que las demandas busquen la satisfacción de una misma pretensión tutelar o el amparo de un mismo derecho fundamental. 

“(iv) Por último, y como se dijo anteriormente, a pesar de concurrir en un caso en concreto los tres (3) primeros elementos que conducirían a rechazar la solicitud de tutela, el juez constitucional tiene la obligación a través del desarrollo de un incidente dentro del mismo proceso tutelar, de excluir la existencia de un argumento válido que permita convalidar la duplicidad en el ejercicio del derecho de acción. Esta ha sido la posición reiterada y uniforme de esta Corporación, a partir de la interpretación del tenor literal de la parte inicial del artículo 38 del Decreto 2591 de 1991, conforme al cual: “Cuando sin motivo expresamente justificado la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemente todas a solicitudes”
.

“Esto ha permitido entender el alcance del “juramento” previsto en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, el cual se limita a requerir del tutelante la manifestación de no haber presentado respecto de los mismos hechos, entre las mismas partes y con el mismo objeto otra acción de tutela, pues dicha declaración no puede llegar al extremo de impedir que a partir de nuevos fundamentos de hecho se justifique el ejercicio de la misma acción tutelar.” 
   



Como se ve, cada uno de ellos se cumple en este caso, porque además de la triple identidad mencionada (de sujetos, hechos y objeto), no hay una razón que justifique la promoción de una nueva acción con el mismo propósito, si se tiene en cuenta que en la providencia proferida por el juzgado de primer grado el 5 de julio de 2013, ratificada luego por la Sala Civil-Familia de esta Corporación el 14 de agosto de 2013, hubo de analizarse la legalidad de las actuaciones que se reprochan y se descartó la incursión de alguna irregularidad que diera al traste con el proceso ejecutivo. A ello se suma que la Corte Constitucional no halló mérito para su revisión. 
   



Ahora bien, atendiendo lo reglado por el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991 que dispone que “Cuando, sin motivo expresamente justificado, la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemente todas las solicitudes.”, eso fue lo que hizo el Juzgado que declaró improcedente la acción, lo que dará lugar a su confirmación, con una sola precisión en el sentido de que no debe negarse lo que es improcedente, sino, simplemente, declararlo de esta última manera. 
  



Se agrega que, en todo caso, no habrá lugar a imponer ninguna sanción por la eventual temeridad, dado que, siguiendo las directrices jurisprudenciales
, en este caso concreto, aunque no haya sido aceptado en las instancias, se adujo un argumento adicional que a juicio de la demandante daba margen a una nueva petición y se hizo consistir en la existencia de nuevas pruebas dentro de la actuación penal, que para ella resultaban relevantes frente al proceso ejecutivo. No se advierte, entonces, que esté procediendo de mala fe.  
DECISIÓN

Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la Republica de Colombia y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida el 3 de noviembre de 2015 por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en esta acción que tutela que Blanca Doris Ospina García, inició contra el Juzgado Primero Civil Municipal de esa misma localidad, a la que fue vinculado César Augusto Rodas Blandón, bajo la modificación de declararla exclusivamente IMPROCEDENTE.
Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992; oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  
          DUBERNEY GRISALES HERRERA

� Así lo expuso en la sentencia T-231-08, en la que transcribió apartes de la sentencia SU-713 de 2006.





�   Subrayado por fuera del texto legal.


� Corte Constitucional, sentencia T-057 de 2015
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